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PRESCRIPCION - Artículo 50 Acuerdo 049 de 1990 - La prescripción de 4 años allí consagrada solamente impera frente a reclamaciones ante el I.S.S.

Merced a la prescripción, las personas saben que después de un determinado tiempo, al consolidarse las situaciones de incertidumbre, deviene la seguridad y tranquilidad en las relaciones jurídicas.
En este orden de idea, podemos afirmar que las mesadas pensionales prescribe, pero el derecho a reclamar una pensión no tiene término de prescripción y por otro lado, después de cumplir los respectivos requisitos, se puede solicitar en cualquier momento.
Al respecto se ha de precisar que tiene sentado nuestra Honorable Corte Suprema de Justicia el criterio de que la prescripción del artículo 50 del Acuerdo 049 de 1990, opera para las reclamaciones ante el Instituto de Seguros Sociales y no para acudir ante la justicia ordinaria laboral, toda vez que en este último evento se aplica el término de prescripción de tres años previsto en los artículos 488 del Código Sustantivo del Trabajo y 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.

Sobre este tópico en sentencia de 25 de julio de 2002, rad. N° 17771, reiterada recientemente en fallo de 5 de noviembre de 2008, rad. N° 32749, sostuvo la Sala textualmente: 

“No obstante el contenido de las disposiciones acusadas que establecen una prescripción de 4 años para el reconocimiento de la mesada pensional, estima la Corte que no son las que gobiernan el tema que se debate, pues debe entenderse que tal regulación impera frente a reclamaciones ante el ISS, pero no, como en el presente caso en que son de aplicación los artículos 488 del C .S. T. y 151 del C. P. del T., que son las normas que regulan la prescripción para las acciones judiciales, las cuales no fueron denunciadas en el cargo.”

Para el caso en concreto, el acuerdo 049 de 1990 no es aplicable, pues tal como lo ha sostenido la Corte, ante la justicia ordinaria se aplica el término de prescripción del artículo 488 C.S.T., es decir de 3 años.   Por lo tanto, para este caso, no estuvo correcta la aplicación que efectuó el a quo de cuatro años, sin embargo, en respeto del principio de la reformatio in pejus que prohíbe empeorar la situación del único apelante, que lo fue la promotora de la litis, se mantendrá la condena impuesta por el a quo de 4 años de retroactivo pensional.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE SANTA MARTA

SALA LABORAL

(Magistrado ponente: José Pablo Otero Montalvo)

Ref: Proceso Ordinario Laboral de Josefa Isabel Castro Mendoza contra El Instituto de Seguros Sociales. 
En Santa Marta a los nueve (9) días del mes de febrero de dos mil once (2011), siendo las nueve de mañana, día y hora señaladas por auto de fecha primero (1º) de febrero del año en curso, para celebrar la audiencia de JUZGAMIENTO en el ORDINARIO LABORAL promovido ante el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Santa Marta, por la señora Josefa Isabel Castro Mendoza, contra El Instituto de Seguros Sociales, se constituyeron en audiencia pública para tal efecto los Magistrados integrantes de la sala de Decisión.

Acto seguido se procede a dictar SENTENCIA. 

ANTECEDENTES

La señora Josefa Isabel Castro Mendoza, instauró demanda ordinaria laboral a través de apoderado judicial, contra El Instituto de Seguros Sociales, para que mediante el trámite del referido proceso se condene a  reconocer y pagar  la pensión de sobrevivientes a que tiene derecho como compañera sobreviviente del fallecido Rafael Martínez Pineda, retroactivo pensional del 18 de abril de 1989 hasta cuando se produzca el fallo,  incremento de las mesadas, indexación e intereses moratorios.
Para sustentar sus pretensiones afirmó que, convivió por más de 20 años continuos con el señor Rafael Martínez Pinedo hasta el momento de su fallecimiento; que el señor Rafael Martínez Pinedo al momento del fallecimiento se encontraba afiliado y cotizando para los riesgos de invalidez, vejez y muerte al ISS; que su último empleador lo fue Servicios Agropecuarios de la Zona; que el finado Rafael Martínez Pinedo durante su vida laboral y hasta el momento de su muerte llegó a cotizar 450 semanas, lo que le da el derecho a obtener la pensión  de sobreviviente de conformidad con lo dispuesto en el acuerdo No. 224 de 1966; que el 8 de  mayo de 1996,  solicitó al ISS, el reconocimiento y pago de dicha prestación; que el ISS mediante resolución No. 003100 de 1997, se la negó, aduciendo que el difunto solo había cotizado al momento de su muerte 52 semanas en los últimos 6 años anteriores a su muerte y 269 en cualquier época.
La demanda fue admitida y notificada en debida forma al demandado, quién contestó  a través de apoderado judicial, aceptando los hechos segundo y tercero y  manifestó que los demás no le constan, se opuso a todas y cada una de las pretensiones. Propuso las excepciones de prescripción, falta de causa para demandar y  buena fe.

El lazo jurídico de instancia fue deshecho por sentencia de fecha 23de septiembre de 2010, pronunciada por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Santa Marta. En su virtud,  condenó a la entidad enjuiciada al pago de la pensión de sobreviviente a la señora Josefa Isabel Castro Mendoza, en cuantía mensual de $32.559.60,  por el fallecimiento del señor Rafael Martínez Pineda, a partir del 18 de abril de 1998; la  suma de $28.612.400.00, por concepto de retroactivo pensional, a partir del 1º  de abril de 2006 hasta el 31 de agosto de 2010, más intereses moratorios por la suma de $14.890.602.60, declaró probada la excepción de prescripción y se condenó en costas al demandado.
Señaló el juez en la instancia que, el causante alcanzó una densidad de cotizaciones durante su vida laboral como afiliado al ISS para los riesgos de IVM de 450.71 semanas, las cuales cotizó en vigencia del acuerdo 049 de 1990, aprobado por el decreto 0758 del mismo año, que estuvo vigente hasta el 31 de marzo de 1994, fecha en que entró a regir la ley 100 de 1993; que el afiliado alcanzó a cotizar 450.71 semanas dentro del régimen anterior al nuevo sistema pensional (ley 100 de 1993), que exigía 150 semanas dentro de los 3 años anteriores al fallecimiento o 300 en cualquier época, requisito que se cumple a cabalidad, dando lugar a la aplicación de la condición más beneficiosa a favor de la demandante, ya que no puede negarse el derecho si alcanzó a configurarse en vigencia de disposición anterior como ocurre con los requisitos establecidos en los artículos 6º y 25 del cuerdo 049 de 1990. Que a pesar que la muerte ocurrió en vigencia de la ley 100 de 1993 (sic), el causante había cotizado más de 300 semanas durante su vida laboral y por ello surge indispensable aplicar el principio de la condición más beneficiosa.

Inconforme con la decisión de primera instancia, los apoderados de las partes interpusieron recurso de apelación.  El apoderado del ISS señaló que el afiliado fallecido cotizó a la fecha de su deceso un total de 175 semanas durante toda su vida laboral, es decir, entre el 1º de octubre de 1997 a 25 de marzo de 1998, por lo que no cumple el requisito de las 26 semanas cotizadas en el año inmediatamente anterior.
Acotó también que no es procedente la condena por intereses moratorios, ya que estos  proceden respecto de pensiones ya reconocidas y sobre las cuales no se efectúa su pago oportuno.

Así mismo manifiesta que  no se declara la prescripción sobre  todos aquellos derechos sociales reconocidos, cuyo término para reclamarlos ha superado el de los 3 años previstos, por lo que lo reconocido como favorable a la demandante debía sujetarse a lo dispuesto en el artículo 488 del Código Sustantivo del Trabajo y 151 del CP del T.

Por su parte señala la apoderada de la demandante en su escrito de apelación que el acuerdo 049 de 1990, aprobado por el decreto 0758 del mismo año, norma aplicable al presente  caso, trata sobre la prescripción de las mesadas pensionales de 4 años; que a folio 9 del expediente reposa la solicitud de reconocimiento de pensión de sobreviviente realizada al ISS y recibida el 16 de abril de 2006, prueba que el a quo no valoró y desconoció lo que la llevó equivocadamente a condenar al Instituto de Seguro Social, sólo a pagar a su favor un retroactivo de 4 años, cuando debió condenar a la demandada a pagar retroactivo a partir del mes de abril de 2004.
Como la apelación fue concedida, en el efecto suspensivo, el expediente llegó a la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta.

CONSIDERACIONES DE LA SALA
Al entrar a estudiar dichos recursos la Sala observa que el recurso de apelación presentado por el apoderado del Instituto de Seguro Social, es extemporáneo ya que la providencia fue proferida el 23 de septiembre; el término  para interponer la alzada comenzó a correr el veinticuatro (24) de septiembre del año 2010 y venció el veintiocho (28) de los mismos.  El recurso de apelación fue interpuesto y sustentado por la parte demandada el veintinueve (29) de septiembre de 2010.  ( ver folio 60 a 63),  Siendo extemporánea la apelación interpuesta por el apoderado de la parte demandada, no se admitirá, así las cosas solo se entrará a estudiar la apelación de la parte demandante.

Se depreca en este asunto la pensión de sobreviviente por parte de la compañera permanente, la cual allega como pruebas el registro de defunción del señor Rafael Antonio Martínez Pineda (folio 6), fotocopia de la cedula de ciudadanía de la demandante (folio 7), investigación administrativa practicada por el ISS  en casa de la demandante, (ver folios  13 a 15). 

El artículo 35 de la Ley 712 de 2001, en cuanto dispone que “La sentencia de segunda instancia, así como la decisión de autos apelados, deberá estar en consonancia con las materias objeto del recurso de apelación”, limita la competencia del ad quem a los precisos puntos, aspectos o temas respecto de los cuales explícitamente versó la inconformidad del apelante al sustentar la apelación.  

Por lo tanto, al juez de la alzada le está vedado revisar la sentencia o el auto en relación con pretensiones, condenas o decisiones que no hayan sido objeto de reparo expreso y manifiesto del recurrente, desde luego que comportaría predicar de la apelación una connotación de control funcional y oficioso del superior sobre el inferior, que la ley reserva a las hipótesis en que cabe el grado de competencia de la consulta, y, en tránsito por esa vía, desconocer que la sustentación de la apelación pertenece a la esencia de una segunda instancia, que, por regla general, sólo se activa por el impulso de las partes a raíz del perjuicio que les causan las decisiones del juez, que las llevan a mostrarse contrariadas con ellas y a rebelarse por la senda de la alzada.
La inconformidad de la parte demandante con el fallo del Juzgado, es que el a quo no tuvo en cuenta al momento de declarar parcialmente probada la excepción de prescripción, que lo que interrumpió la prescripción lo fue la solicitud hecha por la señora Josefa Isabel Castro Mendoza, y recibida por la demandada en fecha 16 de abril del 2006 y no la presentación de la demanda, por lo que a la demandante se le debió pagar retroactivo desde el mes de abril de 2004 y no desde abril de 2006.  Que el  acuerdo 049 de 1990, norma aplicable al presente caso establece la prescripción de las mesadas pensionales de 4 años.
En lo referente a la prescripción de las mesadas pensionales se tiene que de conformidad con el artículo 488 del Código Sustantivo del Trabajo, en concordancia con el artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, señala que las acciones correspondientes a los derechos emanados de las leyes sociales, prescriben en tres (3) años contados desde que la respectiva obligación se ha hecho exigible, y el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el artículo 10 de la ley 794 de 2003, disponía que la presentación de la demanda interrumpe el tiempo de prescripción e impide que se produzca la caducidad, siempre que el auto admisorio de aquella o el mandamiento ejecutivo, en su caso, se notifique al demandado dentro del término de un (1) año, contado desde el día siguiente a la notificación al demandante de tal providencia, por estado o personalmente. 

La prescripción en el campo del derecho del trabajo se puede interrumpir, por una sola vez, con el simple reclamo escrito del titular sobre un derecho concreto, preciso y determinado (arts. 489 C. S. del T. y 151 C. P. del T. y de la S. S.).

Al revisar  toda la gama probatoria sobre el particular se observa lo siguiente: a) que la demandante el  8 de mayo de 1996, presentó solicitud ante el ISS, reclamando la prestación económica, la cual le fue negada mediante la resolución No. 003100 de 25 de junio de 1997 (f.10); b) que realizó nuevamente solicitud al ISS el 16 de abril del 2006; d) que presentó la demanda ordinaria laboral el 16 de abril de 2010.   Se desprende de lo anterior, que la prescripción para el caso concreto se interrumpió con la reclamación hecha el 8 de mayo de 1996 al Instituto de Seguros Sociales, a partir de la cual empezó a correr nuevamente el término de tres años; más no se interrumpió con la solicitud realizada el 16 de abril de 2006, pues claramente el artículo 489 del C.S.T dice que este fenómeno jurídico se interrumpe por una sola vez, lo cual hizo la actora con la primera reclamación, lo que le dio la posibilidad de llegar a los estrados judiciales para reclamar su derecho, y no lo hizo sino hasta el 16 de abril de 2010 con la presentación de esta demanda, fecha que acertadamente tomó como partida el a quo para determinar las mesadas prescritas. 

El artículo 31 de la ley 100 de 1993, señala: “Concepto. El Régimen de Prima Media con Prestación Definida es aquel mediante el cual los afiliados o sus beneficiarios obtienen una pensión de vejez, de invalidez o de sobrevivientes, o una indemnización, previamente definidas, de acuerdo con lo previsto en el presente título. 
Serán aplicables a este régimen las disposiciones vigentes para los seguros de invalidez, vejez y muerte a cargo del Instituto de Seguros Sociales, con las adiciones modificaciones- y excepciones contenidas en esta Ley.” 
Por esta remisión, en el Seguro Social se aplican algunos apartes del Acuerdo No 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, cuyo artículo 50 señala: “La acción para el reconocimiento de una mesada pensional prescribe en cuatro años. La acción para el reconocimiento de las demás prestaciones y el derecho a cobrar cualquier subsidio, prestación o mesada pensiona/ ya reconocidos, prescribe en un año…” (Subrayado fuera del texto original). 

Merced a la prescripción, las personas saben que después de un determinado tiempo, al consolidarse las situaciones de incertidumbre, deviene la seguridad y tranquilidad en las relaciones jurídicas.

En este orden de ideas, podemos afirmar que las mesadas pensiónales prescriben, pero el derecho a reclamar una pensión no tiene término de prescripción y por lo tanto, después de cumplir los respectivos requisitos, se puede solicitar en cualquier momento. 

Al respecto se ha de precisar que tiene sentado nuestra Honorable Corte Suprema de Justicia el criterio de que la prescripción del artículo 50 del Acuerdo 049 de 1990, opera para las reclamaciones ante el Instituto de Seguros Sociales y no para acudir ante la justicia ordinaria laboral, toda vez que en este último evento se aplica el término de prescripción de tres años previsto en los artículos 488 del Código Sustantivo del Trabajo y 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.

Sobre este tópico en sentencia de 25 de julio de 2002, rad. N° 17771, reiterada recientemente en fallo de 5 de noviembre de 2008, rad. N° 32749, sostuvo la Sala textualmente: 

“No obstante el contenido de las disposiciones acusadas que establecen una prescripción de 4 años para el reconocimiento de la mesada pensional, estima la Corte que no son las que gobiernan el tema que se debate, pues debe entenderse que tal regulación impera frente a reclamaciones ante el ISS, pero no, como en el presente caso en que son de aplicación los artículos 488 del C .S. T. y 151 del C. P. del T., que son las normas que regulan la prescripción para las acciones judiciales, las cuales no fueron denunciadas en el cargo.”

Para el caso en concreto, el acuerdo 049 de 1990 no es aplicable, pues tal como lo ha sostenido la Corte, ante la justicia ordinaria se aplica el término de prescripción del artículo 488 C.S.T., es decir de 3 años.   Por lo tanto, para este caso, no estuvo correcta la aplicación que efectuó el a quo de cuatro años, sin embargo, en respeto del principio de la reformatio in pejus que prohíbe empeorar la situación del único apelante, que lo fue la promotora de la litis, se mantendrá la condena impuesta por el a quo de 4 años de retroactivo pensional.
Como en este asunto considera la Sala que el apoderado de la entidad demandada Instituto de Seguros Sociales Seccional del Magdalena, no cumplió con sus deberes profesionales,  no   presentó el recurso  de apelación en tiempo contra la presente providencia,  por tal circunstancia se ordena compulsar copia del expediente a la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Magdalena, para que inicie la correspondiente investigación disciplinaria en contra del doctor  JUAN ALBERTO DIAZLARA MANJARRES, identificado  con la cédula de ciudadanía No. 7.143.528 de Santa Marta y T.P.  No. 136.356 del C.S, de la Judicatura.
DECISIÓN
Lo expresado conduce a confirmar la sentencia proferida por el a quo, sin que haya lugar a decretar condena en costas en la segunda instancia por no haberse causado durante su trámite.
En mérito de las consideraciones que anteceden, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Marta, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.
F  A  L  L  A:
Primero. CONFIRMASE la sentencia de veintitrés (23) de septiembre de dos mil diez (2010), dictada por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Santa Marta.  

Segundo: Remítase copia del expediente a la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Magdalena, en Santa Marta, para que se investigue disciplinariamente al doctor JUAN ALBERTO DIAZLARA MANJARRES, identificado  con la cédula de ciudadanía No. 7.143.528 de Santa Marta y T.P.  No. 136.356 del C.S, de la Judicatura, apoderado del  Seguros Sociales del Magdalena, por el posible incumpliendo de su deber profesional dentro del trámite de este juicio
Tercero: Sin costas en la segunda instancia
Notifíquese y Cúmplase
Acta No.  003  de 2    de  febrero  de 2011.   

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se declara terminada y, para constancia, se firma por los que intervinieron.
JOSE PABLO OTERO MONTALVO
LAURA MARGARITA MANOTAS GONZÁLEZ              ISIS EMILIA BALLESTEROS CANTILLO
